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EL EMPLEO PÚBLICO

En el orden nacional, el régimen básico del empleo público está regulado por la ley marco 25.164  (MREPN), derogando las leyes 22.140 y sus modificatorias, 24.150, 22.151, 17.409, 20.239, y 20.464, pero establece en su artículo 4° que “dichos ordenamientos y sus respectivas reglamentaciones continuarán rigiendo la relación laboral del personal de que se trate, hasta que se firmen los convenios colectivos de trabajo, o se dicte un nuevo ordenamiento legal que reemplace al anterior”  y agrega, además que, “en ningún caso se entenderá que las normas de esta ley modifican las de la Ley 24.185” (Convenciones Colectivas de Trabajo, que celebre la Administración con sus empleados). La mencionada ley permitía que las provincias y la municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires pudieran adherir a este régimen, de conformidad con las reglamentaciones que dicten sus órganos competentes. 

Excluidos de este régimen( ley 24.185):

a) El Presidente y Vicepresidente de la Nación, y el Procurador General de la Nación; 

b) El Fiscal General de Investigaciones Administrativas y los Fiscales Adjuntos; 

c) Los Ministros, Secretarios y Subsecretarios del Poder Ejecutivo de la Nación, el Procurador del Tesoro de la Nación, funcionarios superiores y asesores de gabinete; 

d) Las personas que, por disposición legal o reglamentaria emanadas de los poderes del gobierno, ejerzan funciones asimilables o de jerarquía equivalente a los cargos mencionados; 

e) El personal militar y de seguridad de las Fuerzas Armadas de la Nación, Gendarmería Nacional, Prefectura Naval, Policía Federal, Servicio Penitenciario Federal u Organismos asimilables; 

f) El personal diplomático comprendido en la Ley de Servicio Exterior, que reviste en jerarquías superiores que requieran acuerdo del Senado; 

g) El Clero Oficial; 

h) Las autoridades y funcionarios directivos o superiores de entes estatales u organismos descentralizados nacionales; 

i) El personal que requiera un régimen particular por las especiales características de sus actividades cuando así lo resolviere el Poder Ejecutivo Nacional mediante resolución fundada; 

j) Los sectores de la Administración Pública Nacional que a la fecha de la sanción de esta ley se encuentren incorporados al régimen de las convenciones colectivas de trabajo, a no ser que por acuerdo de las partes se optara 

Vale destacar que la ley 25.164 sólo excluye expresamente al personal del Poder Legislativo Nacional y del Poder Judicial de La Nación, los cuales se rigen por sus respectivos ordenamientos especiales (Art.5).

En el Art.3 del mismo cuerpo legal se enumeran los exceptuados del régimen:

a) El Jefe de Gabinete de Ministros, los Ministros, el Secretario General de la Presidencia de la Nación, los Secretarios, Subsecretarios, el Jefe de la Casa Militar, las máximas autoridades de organismos descentralizados e instituciones de la Seguridad Social y los miembros integrantes de los cuerpos colegiados.

b) Las personas que por disposición legal o reglamentaria ejerzan funciones de jerarquía equivalente a la de los cargos mencionados en el inciso precedente.

c) El personal militar en actividad y el retirado que prestare servicios militares.

d) El personal perteneciente a las Fuerzas de Seguridad y Policiales, en actividad y retirado que prestare servicios por convocatoria.

e) El personal diplomático en actividad comprendido en la Ley del Servicio Exterior de la Nación.

f) El personal comprendido en convenciones colectivas de trabajo aprobadas en el marco de la Ley 14.250 (t.o. decreto 198/88) o la que se dicte en su reemplazo.

g) El clero.

En este mismo artículo se establece que las partes de común acuerdo puedan insertarse en el régimen del empleo público tal como lo regula el inciso j) de la ley 24.185 y de acuerdo con las disposiciones de dicha norma; los que podrán hacer uso de esta disposición son el personal que preste servicios en organismos pertenecientes a la Administración Pública Nacional y esté regida por la ley 20.744 (Ley de Contrato de Trabajo) y también, el personal comprendido en convenciones colectivas de trabajo aprobadas en el marco de la Ley 14.250 o la que se dicte en su reemplazo. 

El empleado público: 

Desde un punto de vista amplio, empleado y funcionario público es toda persona que ejecuta funciones esenciales y específicas del Estado; y  como el contrato de empleo público es una relación de empleo propiamente dicha, el sujeto empleado se encuentra en un plano de subordinación respecto del Estado. Sin embargo, cualquiera sea la forma que la relación revista, es de empleo, y las distintas denominaciones que el individuo , sujeto de la relación reciba, es sólo a los efectos de establecer las diferentes jerarquías de cargo y los regímenes jurídicos dentro de los cuales encuadra dicho empleado.

La relación de empleo público presenta caracteres propios; como ser; el ejercicio personal de las funciones asignadas, ya que no puede delegarlas debido a que la competencia le fue designada al órgano-institución y no al órgano-individuo, que sólo la ejerce. De aquí se desprende el concepto de que estas funciones sólo pueden ser llevadas a cabo por personas físicas, excluyendo a las jurídicas. Por último, cabe agregar que la relación de empleo produce efectos hacia el futuro (ex nunc), ya que no cabe la posibilidad de que una persona ejerza funciones de la Administración Pública sin estar regularmente designada.

Naturaleza Jurídica de la relación de empleo

El artículo 7 de la presente establece que, el personal podrá revistar en el régimen de estabilidad, en el régimen de contrataciones, o como personal de gabinete de las autoridades superiores. La situación del personal designado con carácter ad honorem será reglamentada por el Poder Ejecutivo, de conformidad con las características propias de la naturaleza de su relación.

Distintos regímenes comprendidos:

I) RÉGIMEN DE ESTABLIDAD: comprende al personal que ingrese por los mecanismos de selección que se establezcan,  a cargos pertenecientes al régimen de carrera cuya financiación será prevista para cada jurisdicción o organismos descentralizados en la Ley de Presupuesto.

La carrera administrativa y las específicas deberán contemplar la aplicación de criterios que incorporen los principios de transparencia, publicidad y mérito en los procedimientos de selección para determinar la idoneidad de la función a cubrir, incentivando la promoción en la carrera.

II) RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN POR TIEMPO DETERMINADO: éste comprenderá exclusivamente la prestación de servicios de carácter transitorio o estacionales no incluidos en las funciones propias del régimen de carrera y que no pueden ser cubiertos por personal de planta permanente.

Este tipo de personal no podrá superar el porcentaje que se establezca en el convenio colectivo de trabajo, el que tendrá vinculación con el número de trabajadores que integren la planta permanente del organismo; serán equiparados a los niveles y grados de la planta permanente y su remuneración se percibirá de conformidad con el nivel y grado respectivo.

III) RÉGIMEN DE PERSONAL DE GABINETE DE LAS AUTORIDADES SUPERIORES: comprende solamente las funciones de asesoramiento o de asistencia administrativa, cesando en sus funciones simultáneamente con la autoridad cuyo gabinete integra, siendo también su designación, cancelada en cualquier momento. Este régimen será reglamentado por el Poder Ejecutivo.

La naturaleza jurídica de esta relación es contractual, de derecho Público, que guarda analogía en cuanto al objeto, con el contrato de trabajo y con la locación de servicios, difiriendo de los mismos por el régimen jurídico específico que los caracteriza, con los fines del servicio contratado y en razón de ser el Estado el contratante. El objeto de este contrato serán las funciones que deberá llevar a cabo el agente una vez que haya tomado posesión del cargo, quedando sujeto desde ese momento a un conjunto de obligaciones y deberes que emanan de ella.

Requisitos para el ingreso a la Administración Pública

· Ser argentino nativo, por opción o naturalizado, pudiendo el Jefe de Gabinete de Ministros exceptuar el cumplimiento de este requisito mediante una fundamentación precisa y circunstanciada de la jurisdicción solicitante.

· Acreditar mediante regímenes de selección que aseguren el principio de igualdad ( incorporando principios de transparencia, publicidad y mérito en los procedimientos de selección- Art.8)  en el acceso a la función pública, las condiciones de conducta e idoneidad en el cargo( respondiendo al Art. 16 se nuestra Carta Magna que establece: “Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleo sin otra condición que la idoneidad”. 
· Aptitud psicofísica para el cargo a desempeñar.

Las diferentes legislaciones nacionales y locales, requieren además de la idoneidad, condiciones morales y de conducta para ocupar dichos cargos en la Administración.

Impedimentos para el ingreso (Art.5)

a) El que haya sido condenado por delito doloso, hasta el cumplimiento de la pena privativa de la libertad, o el término previsto para la prescripción de la pena.

b) El condenado por delito en perjuicio de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal.

c) El que tenga proceso penal pendiente que pueda dar lugar a condena por los delitos enunciados en los incisos a) y b) del presente artículo.

d) El inhabilitado para el ejercicio de cargos públicos.

e) El sancionado con exoneración o cesantía en la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, mientras no sea rehabilitado conforme lo previsto en los artículos 32 y 33 de la presente ley.

f) El que tenga la edad prevista en la ley previsional para acceder al beneficio de la jubilación o el que gozare de un beneficio previsional, salvo aquellas personas de reconocida aptitud, las que no podrán ser incorporadas al régimen de estabilidad.

g) El que se encuentre en infracción a las leyes electorales y del servicio militar, en el supuesto del artículo 19 de la Ley 24.429.

h) El deudor moroso del Fisco Nacional mientras se encuentre en esa situación.

i) Los que hayan incurrido en actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático, conforme lo previsto en el artículo 36 de la Constitución Nacional y el Título X del Código Penal, aun cuando se hubieren beneficiado por el indulto o la condonación de la pena

Esta disposición se complementa con la Ley de Ética Pública que fija causas que impiden el acceso a la función pública en situaciones particulares; por ejemplo, los funcionarios que hayan tenido intervención decisoria en la planificación, en el desarrollo y la concreción de privatizaciones o concesiones de empresas o servicios públicos tienen vedada su actuación en los entes o comisiones reguladoras de esas empresas o servicios.
Derechos de los empleados públicos (Art.16) (dicha disposición no tiene carácter taxativo, pudiendo ser ampliada por vía de negociación colectiva)
a) Estabilidad.

b) Retribución justa por sus servicios, con más los adicionales que correspondan.

c) Igualdad de oportunidades en la carrera.

d) Capacitación permanente (este derecho tiene íntima vinculación con el derecho a la carrera administrativa, a la promoción en base a al idoneidad y a las exigencias de capacitación de las funciones a realizar, por ello queda facultado el Poder Ejecutivo para crear un fondo de capacitación permanente y recalificación laboral que funcionará en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros. (Art.43)

e) Libre afiliación sindical y negociación colectiva; esta ley reconoce expresamente el derecho a participar en organizaciones sindicales y en convenios colectivos de trabajo.

f) Licencias, justificaciones y franquicias. (el descanso comprende vacaciones y licencias; las primeras son de carácter general, se otorgan anualmente e intuitu personae a solicitud del interesado, en las condiciones que establezca la norma correspondiente. Las licencias no tiene carácter de orden público a diferencia de las vacaciones, que sí lo poseen.

g) Compensaciones, indemnizaciones y subsidios.

h) Asistencia social para sí y su familia.

i) Interposición de recursos.

j) Jubilación o retiro.

k) Renuncia.

l) Higiene y seguridad en el trabajo.

m) Participación, por intermedio de las organizaciones sindicales, en los procedimientos de calificaciones y disciplinarios de conformidad con que se establezca en el Convenio Colectivo Trabajo.

Los derechos que se les confiere a los empleados bajo el régimen de contrataciones y a los del gabinete de autoridades superiores son: 

b) Retribución justa por sus servicios, con más los adicionales que correspondan

e) Libre afiliación sindical y negociación colectiva.

f) Licencias, justificaciones y franquicias.

i) Interposición de recursos.

j) Jubilación o retiro.

k) Renuncia.

l) Higiene y seguridad en el trabajo.

Estabilidad en el empleo: 

Es el derecho del agente de continuar en el cargo o empleo del que no puede ser separado, en principio, pero pueden cesar en sus funciones por causas que atiendan al principio de razonabilidad. Según el artículo 17, el personal comprendido en régimen de estabilidad tendrá derecho a conservar el empleo, el nivel y grado de la carrera alcanzado. La estabilidad en la función, será materia de regulación convencional. 

Condiciones para alcanzar la estabilidad:

a. Acreditar condiciones de idoneidad a través de las evaluaciones periódicas de desempeño, capacitación y del cumplimiento de las metas objetivos establecidos para la gestión durante transcurso de un período de prueba de doce meses de prestación de servicios efectivos, como de la aprobación de las actividades de formación profesional que se establezcan.

b. La obtención del certificado definitivo de aptitud psicofísica para el cargo.

c. La ratificación de la designación mediante acto expreso emanado de la autoridad competente con facultades para efectuar designaciones, vencimiento del plazo establecido en el inciso 

Transcurridos treinta días de vencido el plazo previsto sin que la Administración dicte el acto administrativo correspondiente, la designación se considerará efectuada, adquiriendo así el agente el derecho a la estabilidad.

Por lo general, todos los empleados gozan de estabilidad, pero este principio reconoce algunas excepciones:

· El personal durante el período de prueba (Art.17 : “Durante el período en que el agente no goce estabilidad, su designación podrá ser cancelada”)
· El personal interino o suplente 

· El personal que goza de jubilación o retiro (Art. 21 “El personal que goza de jubilación o retiro no tiene derecho a la estabilidad. designación podrá ser cancelada en cualquier momento, por razones de oportunidad, mérito o conveniencia”)
· El personal contratado y el personal de gabinete de las autoridades superiores.

La estabilidad puede ser PROPIA o IMPROPIA. La estabilidad propia es absoluta por lo cual no cabe la indemnización como sustitución del cargo: la segunda es la estabilidad  relativa procediendo la indemnización sustitutiva. 

El artículo 11 de esta ley establece que “El personal alcanzado por el régimen de estabilidad que resulte afectado por medidas de reestructuración que comporten la supresión de organismos, dependencias o de las funciones asignadas a las mismas, con la eliminación de los respectivos cargos, será reubicado en las condiciones reglamentarias que se establezcan” .En el caso de que la reubicación no sea posible, el agente quedará en situación de disponibilidad cuyo período no puede ser menor a seis meses ni mayor a doce, según su antigüedad, priorizando durante el mismo al trabajador cuando se produjesen vacantes que pueda cubrir.

Vencido el período de disponibilidad sin que el agente fuese reubicado se producirá la baja, con derecho a una indemnización tarifada por la norma.

Respecto de los delegados del personal con mandato vigente o pendiente el año posterior de la tutela sindical no podrán ser afectados en el ejercicio de sus funciones ni puestos en disponibilidad. En el caso de supresión del organismo deberán ser afectados a otro, dentro de la misma jurisdicción y zona de actuación. Tampoco podrán ser puestos en disponibilidad aquellos agentes que se encuentren de licencia por enfermedad o accidente, embarazo y por matrimonio, hasta vencido el período de su licencia (Art. 12 MREPN) ni aquellos agentes cuya renuncia se encuentre pendiente de resolución.

Los organismos o dependencias suprimidos y los cargos o funciones eliminados no podrán ser nuevamente creados. Los cargos eliminados no podrán ser cumplidos por personal contratado ni por personal de Gabinete (Art.14 MREPN).

La movilidad del personal

Los agentes son destinados a las tareas propias de la categoría o nivel que haya alcanzado y al desarrollo de tareas complementarias o instrumentales, todo en miras de la consecución de los objetivos propuestos. En el caso de que sean destinados a desempeñar funciones de nivel superior, ésta será mediante resolución fundad y se percibirá la diferencia de haberes que correspondiere.

La movilidad geográfica del agente se dispondrá con el expreso consentimiento del mismo, contemplándose ausencia de perjuicio material y moral.

La movilidad del personal que se instrumente a través de la adscripción de su respectivo ámbito a otro poder del Estado nacional, Estados provinciales y/o Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires no podrá exceder los trescientos sesenta y cinco (365) días corridos salvo excepción fundada en requerimientos extraordinarios de servicios y estará sujeta a las reglamentaciones que dicten en sus respectivas jurisdicciones los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial (Art. 15).

Causas de cesación de la relación de empleo público:

· Causas imputables al agente (conducta indebida) que habilita la separación del cargo previo procedimiento sumarial que asegure el debido proceso y resguarde la garantía de defensa (Art. 17 in fine : “La estabilidad en el empleo cesa únicamente cuando se configura alguna de las causales previstas en la presente ley.”
· Cuando se ha cumplido el termino legal para acceder a la jubilación

· Cuando una imposibilidad física impide que cumplir con las funciones, correspondiendo el otorgamiento de una pensión.

Deberes del trabajador:

a) Prestar el servicio personalmente, encuadrando su cumplimiento en principios de eficiencia, eficacia y rendimiento laboral, en las condiciones y modalidades que se determinen.

b) Observar las normas legales y reglamentarias y conducirse con colaboración, respeto y cortesía en sus relaciones con el público y con el resto del personal (Esto responde al poder jerárquico por el cual el superior imparte órdenes o instrucciones o solicita informes de su inferior)

c) Responder por la eficacia, rendimiento de la gestión y del personal del área a su cargo.

d) Respetar y hacer cumplir, dentro del marco de competencia de su función, el sistema jurídico vigente.

e) Obedecer toda orden emanada del superior jerárquico competente, que reúna las formalidades del caso y tenga por objeto la realización de actos de servicio compatibles con la función del agente (como consecuencia inmediata del poder jerárquico se infiere el deber de obediencia del inferior respecto de sus superior, pero cabe aclarar que el inferior no es un mero ejecutor material de las órdenes que recibe sino que puede examinarla para verificar su legitimidad)

f) Observar el deber de fidelidad que se derive de la índole de las tareas que le fueron asignadas y guardar la discreción correspondiente o la reserva absoluta, en su caso, de todo asunto del servicio que así lo requiera, en función de su naturaleza o de instrucciones específicas, con independencia de lo que establezcan las disposiciones vigentes en materia de secreto o reserva administrativa (es una obligación esencial del empleado o funcionario público la reserva o discreción respecto de los hechos e informaciones a los que tenga acceso, ya que es un requisito para el fiel cumplimiento de sus funciones y muestra de lealtad hacia el Estado).

g) Declarar bajo juramento su situación patrimonial y modificaciones ulteriores con los alcances que determine la reglamentación ( esta declaración debe contener el listado d los bienes propios del agente, propios de su cónyuge, de la sociedad conyugal, del conviviente de la sociedad de hecho, y de sus hijos menores, en el país o en el extranjero, detallando su valor y fecha de adquisición , así como el origen de los fondos utilizados para su adquisición; el régimen de declaraciones juradas ha sido instituido por la Ley de Ética Pública, la cual enumera los sujetos que deben realizarla dentro de los treinta días hábiles desde la asunción del cargo. Las declaraciones juradas quedan depositadas en los organismos en que fueron presentadas y una copia debe ser remitida a la Comisión Nacional de Ética Pública. El listado de las mismas deben ser publicadas en el Boletín Oficial y toda persona podrá consultar y obtener una copia de las declaraciones juradas archivadas, solicitándolo por escrito y aclarando el objeto de la petición y el destino que se dará al mismo. Según el artículo 11 de la ley 25188 la Comisión Nacional de Ética Pública sancionará con multa a quien utilice en forma ilegal la copia de la declaración jurada obtenida.

h) Llevar a conocimiento de la superioridad todo acto, omisión o procedimiento que causare o pudiere causar perjuicio al Estado, configurar delito, o resultar una aplicación ineficiente de los recursos públicos. Cuando el acto, omisión o procedimiento involucrase a sus superiores inmediatos podrá hacerlo conocer directamente a la Sindicatura General de la Nación, Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y/o a la Auditoría General de la Nación( en conexión con esta obligación esta aquella por la cual el agente al que le impute un delito debe promover las pertinentes acciones judiciales, querellando a quien realizó la imputación, para mantener fuera de toda sospecha su honor y dignidad)

i) Concurrir a la citación por la instrucción de un sumario, cuando se lo requiera en calidad de testigo.

j) Someterse a examen psicofísico en la forma que determine la reglamentación.

k) Excusarse de intervenir en toda actuación que pueda originar interpretaciones de parcialidad.

l) Velar por el cuidado y la conservación de los bienes que integran el patrimonio del Estado y de los terceros que específicamente se pongan bajo su custodia.

m) Seguir la vía jerárquica correspondiente en las peticiones y tramitaciones realizadas.

n) Encuadrarse en las disposiciones legales y reglamentarias sobre incompatibilidad y acumulación de cargos. Debido al deber de dedicación que deben ejercitar los empleados públicos se han establecido incompatibilidades que impiden realizar otras actividades ajenas a sus funciones, debiendo el mismo declarar las actividades independientes, comerciales y profesionales que realice, con el fin de establecer si existe o no incompatibilidad entre ellas. El régimen de incompatibilidades se impuso en miras de disponer con exclusividad de los servicios del agente, logrando de esta manera, mayor eficacia, eficiencia y rendimiento.

Prohibiciones 

Estas se encuentran enumeradas en el Art. 24 de esta ley, y ellas son:

a) La imposibilidad de patrocinar trámites o gestiones de terceros vinculados con su función; 

b) Dirigir, administrar, asesorar, patrocinar, representar, o prestar servicios remunerados o no a personas de existencia visible o jurídica que gestionen o exploten concesiones o privilegios de administración en el orden nacional, provincial municipal, o que fueran proveedores o contratistas de las mismas.

c) Recibir directa o indirectamente originados en contratos, concesiones o franquicias que celebre u otorgue la administración en orden nacional, provincial o municipal.

d) Mantener vinculaciones que le signifiquen beneficios u obligaciones con entidades     directamente fiscalizadas por el ministerio, dependencia o entidad en el que se encuentre prestando servicios.

e) Valerse directa o indirectamente de facultades o prerrogativas inherentes a sus funciones para fines ajenos a dicha función o para realizar proselitismo o acción política.

f) Aceptar dádivas, obsequios u otros beneficios u obtener ventajas de cualquier índole con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones.

g) Representar, patrocinar a litigantes o intervenir en gestiones extrajudiciales contra la Administración Pública Nacional.

h) Desarrollar toda acción u omisión que suponga discriminación por razón de raza, religión, nacionalidad, opinión, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

i) Hacer uso indebido o con fines particulares del patrimonio estatal.

La violación de las prohibiciones previstas es causal de exoneración.

RÉGIMEN DISCIPLINARIO

El principio contenido en el Art. 27 de este cuerpo legal establece que  el personal vinculado por una relación de empleo y que revista el carácter de planta permanente no podrá ser privado de su empleo ni ser objeto de medidas disciplinarias, sino por las causas que expresamente se establecen. El personal comprendido en el régimen de contrataciones y de gabinete le serán aplicadas estas disposiciones en la medida en que la norma lo establezca.

Las medidas disciplinarias pueden ser:

· Apercibimiento

· Suspensión de hasta 30 (treinta) días en un año, contados a partir de la primera suspensión.

· Cesantía

· Exoneración

Causas de apercibimiento y suspensión:

a) Incumplimiento reiterado del horario establecido.

b) Inasistencias injustificadas que no exceden de diez (10) días discontinuos en el lapso de doce meses inmediatos anteriores y siempre que no configuren abandono de tareas.

c) Incumplimiento de los deberes determinados en el art. 23 de esta ley, salvo que la gravedad y magnitud de los hechos justifiquen la aplicación de la causal de cesantía.

Causas de cesantía: 

a) Inasistencias injustificadas que excedan de 10 (diez) días discontinuos, en los 12 (doce) meses inmediatos anteriores.

b) Abandono de servicio, el cual se considerará consumado cuando el agente registrare más de cinco (5) inasistencias continuas sin causa que lo justifique y fuera intimado previamente en forma fehaciente a retomar sus tareas.

c) Infracciones reiteradas en el cumplimiento de sus tareas, que hayan dado lugar a treinta (30) días de suspensión en los doce meses anteriores.

d) Concurso civil o quiebra no causal, salvo casos debidamente justificados por la autoridad administrativa.

e) Incumplimiento de los deberes establecidos en los artículos 23 y 24 cuando por la magnitud y gravedad de la falta así correspondiere.

f) Delito doloso no referido a la Administración Pública, cuando por sus circunstancias afecte el prestigio de la función o del agente.

g) Calificaciones deficientes como resultado de evaluaciones que impliquen desempeño ineficaz durante tres (3) años consecutivos o cuatro (4) alternados en los últimos diez (10) años de servicio y haya contado con oportunidades de capacitación adecuada para el desempeño de las tareas

En todos los casos se podrá solicitar la rehabilitación a partir de las 2(dos) años de consentido el acto que dio origen a esta sanción, o la sentencia judicial firme, según corresponda.

Causales para imponer exoneración: 

a) Sentencia condenatoria firme por delito contra la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal.

b) Falta grave que perjudique materialmente a la Administración Pública.

c) Pérdida de la ciudadanía.

d) Violación de las prohibiciones previstas en el artículo 24.

e) Imposición como pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para la función pública.

En todos los casos contemplados aquí, se podrá solicitar la reincorporación luego de transcurridos 4(cuatro) años de consentido el acto de dispusiera la exoneración o la sentencia judicial firme cuando correspondiere.

El sumario administrativo:

En el caso de aplicación de medidas disciplinarias, como ser el apercibimiento y la suspensión cuya duración máxima sea de 5(cinco) días no será necesario instruir el sumario. Las suspensiones que excedan dicho plazo deberán ser aplicadas previo proceso sumarial, adoptando igual medida en el caso de la cesantía, salvo que las causales que la motivaron hayan sido los siguientes incisos del Art. 32(MREPN) :  a) Inasistencias injustificadas que excedan de 10 (diez) días discontinuos, en los 12 (doce) meses inmediatos anteriores; b) Abandono de servicio, el cual se considerará consumado cuando el agente registrare más de cinco (5) inasistencias continuas sin causa que lo justifique y fuera intimado previamente en forma fehaciente a retomar sus tareas; c) Infracciones reiteradas en el cumplimiento de sus tareas, que hayan dado lugar a treinta (30) días de suspensión en los doce meses anteriores

Plazo de prescripción de las medidas disciplinarias: 

(los plazos se contarán a partir del momento de comisión de la falta)  

· Apercibimiento o suspensión: 6 meses
· Causales de cesantía: 1 año
· Causales que dieran lugar a exoneración: 2 años.
Los empleados que gocen de estabilidad a los cuales se les impongan sanciones personales, podrán optar por impugnarlo por vía administrativa común, o una vez agotada esta, acudir a la judicial o recurrir directamente ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal o a las cámaras federales con asiento en las provincias( el recurso judicial directo sólo podrá fundarse en la ilegitimidad de la sanción).

Vale aclarar que el uso de una vía es excluyente de la otra e impide su posterior utilización.

El recurso judicial directo se deberá interponer dentro de los 90(noventa) días de notificada la sanción, debiendo la autoridad administrativa enviar al tribunal el expediente con el legajo personal del recurrente, dentro de los 10(diez) días de requerido. Recibidos los antecedentes, el Tribunal correrá traslado por su orden por 10(diez) días perentorios al recurrente y a la administración. Vencido dicho plazo y cumplidas las medidas para mejor proveer que hubiera dispuesto el Tribunal, se llamará a autos para sentencia, la que se dictará dentro de los 60(sesenta) días. Si la sentencia resulta favorable al recurrente, en caso de ordenar su reincorporación, la Administración deberá habilitar una vacante de igual categoría a la que poseía, pudiendo éste optar por la indemnización, renunciando así al derecho de reincorporación.

Causales de extinción de la relación de empleo:

a) Cancelación de la designación del personal sin estabilidad;
b) Renuncia aceptada o el vencimiento del plazo de conformidad( 30 días corridos a partir de su presentación ; o bien 180 días en el caso de que el agente se encuentre involucrado en una investigación sumarial)
c) Conclusión o rescisión del contrato en el caso del personal bajo régimen de contrataciones.
d) Vencimiento del plazo que le correspondiere de conformidad con la reestructuración o disolución de los organismos (Art. 11)
e) Razones de salud que tornen imposible el cumplimiento de sus funciones.
f) Aplicación de sanciones (cesantía o exoneración)
g) Baja por jubilación, retiro o vencimiento del plazo previsto en el Art. 20 MREPN
h) Por fallecimiento (ya que el contrato de empleo público tiene carácter intuitu personae)
UNIVERSIDADES NACIONALES DECRETO 366/2006

A través del presente decreto se homologó el Convenio Colectivo de Trabajo para el Sector No Docente de las Instituciones Universitarias Nacionales celebrado por el Consejo Interuniversitario Nacional y la Federación Argentina de Trabajadores de las Universidades Nacionales del año 2005. El acto administrativo se dictó en ejercicio de las atribuciones  del Art. 99 inciso 1 de la Constitución Nacional conferidas al Presidente de la Nación y el Decreto Nº 1007 de fecha 7 de julio de 1995. A partir del día siguiente a la publicación de este decreto dicha convención tuvo un plazo de vigencia de dos años (según lo dispuesto en el Art. 4 del Convenio en análisis).

Convenio Colectivo Para El Sector No Docente De Las Instituciones Universitarias Nacionales

Este convenio fue celebrado por la Federación Argentina de Trabajadores de Universidades Nacionales (F.A.T.U.N) acreditando personería gremial (PARTE TRABAJADORA) y las instituciones universitarias nacionales, que oportunamente unificaron personería como PARTE EMPLEADORA, de acuerdo a las Leyes números 24.185, 24.447 y 24.521, decreto reglamentario 1007/95 y Acuerdo Plenario del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) número 182/95 y estatuto de FATUN.

Esta Convención comprende a todos los trabajadores de las Instituciones Universitarias nacionales, excluyendo al personal de conducción política y los trabajadores docentes. Se aplica en todo el territorio de la Nación donde las Instituciones Universitarias Nacionales tengan actividades, de cualquier tipo, con las limitaciones extraterritoriales que imponga el derecho laboral argentino. 

Las partes acordaron a través del presente comenzar a negociar la nueva Convención Colectiva o su renovación por lo menos tres meses antes de la fecha de finalización de su vigencia; si en ese lapso no se llegara a un acuerdo, la Convención permanecerá vigente (Principio de Ultraactividad), salvo disposición en contrario o que se den las circunstancias para su renegociación, pero bajo ningún punto de vista podrán ser de aplicación las normas de  la Ley de Contrato de Trabajo, ya que queda reservada la calidad de empleo público autorregulado, en virtud de la capacidad de las instituciones universitarias sobre la administración de su régimen del personal, consagrado por la Ley de Educación Superior.

Las partes se obligan a negociar de buena fe concurriendo a las reuniones y audiencias concertadas en debida forma, designando negociadores con el mandato correspondiente y aportando los elementos para una discusión fundada, para alcanzar un acuerdo justo; constituyendo el objeto esencial de las partes realizar las acciones que tiendan a lograr mayor eficacia del servicio, en lo que la actividad no docente corresponde.

Principios generales:

1. Prohibición de discriminación y deber de igualdad de trato: no se puede realizar distinción arbitraria alguna por motivos de raza, sexo, religión, nacionalidad, políticos, gremiales o de edad, y teniendo el deber de dispensar igual trato a aquellos que se encuentren en igualdad de situaciones (correspondiéndose este principio con el mandato constitucional contenido en el Art. 16)

2. facultad de dirección: aquellos que tengan personal a su cargo tendrán como consecuencia facultades para organizar técnicamente el trabajo de los agentes bajo su responsabilidad, incluyendo la facultad de dirección que deberá ejercerse con carácter funcional atendiendo a los objetivos de la dependencia y sin perder de vista los derechos del trabajador.

3. Deber de mantener Información: Las Instituciones Universitarias nacionales se comprometen a mantener informadas a las organizaciones representantes de los trabajadores de aquellas medidas o decisiones que por su particular importancia afecten sustancialmente los intereses de éstos, procurando consensuarlas; a su vez los representantes de los trabajadores se comprometen a transmitir esta información a sus representados, de manera oportuna y veraz.
4. Régimen de publicidad:  toda modificación respecto del régimen de la relación de empleo y las relativas al horario que se aplique individualmente al personal no docente deberá ser notificado en forma fehaciente y por escrito al destinatario. En caso de modificaciones de carácter general, éstas deberán ser notificadas a través de los medios suficientemente idóneos que la Institución Universitaria determine. El sindicato podrá utilizar las carteleras o cualquier otro medio de comunicación colectiva, acordados con el empleador.

5. Alcanzar resultados que permitan la evolución y  desarrollo personal  del empleado, en el ámbito de trabajo.

6. Principio de solidaridad y colaboración; que aseguren la continuidad, seguridad, calidad y eficiencia en el servicio público que prestan las Instituciones Universitarias nacionales.

7. El empleador deberá capacitar al trabajador para que desarrolle sus capacidades en el cumplimiento de sus funciones.

8. Todo trabajador podrá desempeñar tareas aunque no se correspondan con su categoría, pero preservando la jerarquía obtenida(Art. 17 del presente decreto). En el caso de que las tareas a desarrollar pertenezcan a un nivel superior, el empleado tendrá derecho a percibir un suplemento salarial acorde a la diferencia y al cambio de responsabilidad por él asumida.

DE LOS TRABAJADORES

Derechos de los trabajadores comprendidos en este convenio: 

(Esta enumeración contenida en el Art.11 no es taxativa)
a) Estabilidad.

b) Retribución por sus servicios.

c) Igualdad de oportunidades en la carrera.

d) Capacitación permanente.

e) Libre agremiación y negociación colectiva.

f) Licencias, justificaciones y franquicias.

g) Renuncia.

h) Jubilación o retiro.

i) Condiciones adecuadas que aseguren la higiene y seguridad en el trabajo.

j) Derecho a la información de conformidad con lo establecido por la Recomendación número 163 de la OIT.

k) Asistencia Social para sí y su familia, de acuerdo a la legislación vigente.

I) Compensaciones e indemnizaciones.

m) Interposición de recursos.

n) Participación por intermedio de las Organizaciones Gremiales, de acuerdo al presente Convenio.

Retribución

 La retribución del trabajador no docente de las instituciones Universitarias se compone del sueldo básico correspondiente a su categoría, los adicionales particulares(en razón de ala antigüedad –percibiendo un 1% de la asignación de la categoría que corresponda por cada año de servicio o fracción mayor a 6(seis) meses que registre al 31 de diciembre inmediato anterior; por título, por permanencia en la categoría y por tarea asistencial)  y los suplementos que correspondan a su situación de revista y condiciones generales.
Deberes de los agentes:

a. prestar el servicio personalmente, respondiendo a los principios de eficacia y eficiencia, capacitándose para ello y de acuerdo a las condiciones y modalidades que resulten del presente convenio.

b. observar un actitud ética y conducirse con respeto y cortesía en sus relaciones con el público y el resto del personal.

c. Responder por la eficacia y el rendimiento de la gestión del personal del área a su cargo.

d. Respetar y hacer cumplir, dentro del marco de competencia de su función, el sistema jurídico vigente.

e. Obedecer toda orden emanada del superior jerárquico competente que reúna las formalidades del caso y tenga por objeto la realización de actos de servicio compatibles con la función del agente.

f. Observar el deber de fidelidad que se derive de la índole de las tareas que le fueran asignadas y guardar la discreción correspondiente, con respecto a todos los hechos e informaciones de los cuales tenga conocimiento en el ejercicio o con motivo del ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de lo que establezcan las disposiciones vigentes en materia de secreto o reserva administrativa.

g. Llevar a conocimiento de sus superiores todo acto, omisión o procedimiento que causare o pudiere causar perjuicio a la institución universitaria, configurar delito, o resultar una aplicación ineficiente de los recursos públicos. Cuando el acto, omisión o procedimiento involucrare a su superiores inmediatos, podrá hacerlo conocer directamente a las autoridades de la Institución Universitaria o denunciarlo al órgano judicial competente.

h. Concurrir a la citación por la instrucción de un sumario, teniendo obligación de prestar declaración sólo cuando se lo requiera en calidad de testigo.

i. Someterse a examen psicofísico, en la forma que determine la reglamentación.

j. Permanecer en el cargo en caso de renuncia, por el término de treinta días corridos, si antes no fuera reemplazado o aceptada su dimisión o autorizado a cesar en sus funciones.

k. Excusarse de intervenir en toda actuación que pueda originar interpretaciones de parcialidad.

l. Velar por el cuidado y la conservación de los bienes que integran el patrimonio de la Institución Universitaria y los de terceros que específicamente se pongan bajo su custodia.

m. Seguir la vía jerárquica correspondiente en las peticiones y tramitaciones realizadas, salvo lo preceptuado en el inciso g.

n. Encuadrarse en las disposiciones legales y reglamentarias sobre incompatibilidad y acumulación de cargos.

o. Declarar bajo juramento su situación patrimonial y modificaciones ulteriores en los casos que así se disponga.

De las condiciones para el ingreso y egreso:

Se requieren las condiciones de conducta e idoneidad para el cargo de que se trate y cumplir satisfactoriamente con el examen de aptitud psicofísica, que se acreditará de acuerdo a los mecanismos que se dispongan; y además no estar incurso en algunas de las disposiciones que prevé el presente decreto, y ellas son:

a) Haber sido condenado por delito doloso, hasta el cumplimiento de la pena privativa de la libertad, o el término previsto para la prescripción de la pena.

b) Haber sido condenado por delito en perjuicio de cualquier Institución Universitaria nacional o de la Administración pública nacional, provincial o municipal.

c) Estar inhabilitado para el ejercicio de cargos público.

d) Haber sido sancionado con exoneración o cesantía en cualquier Institución Universitaria nacional o en la Administración pública nacional, provincial o municipal.

e) Haber incurrido en actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático, conforme lo previsto en el artículo 36 de la Constitución Nacional y el Título X del Código Penal, aún cuando se hubieren beneficiado por el indulto o la condonación de la pena.

Prohibiciones: 

a) Patrocinar trámites o gestiones administrativas referentes a asuntos de terceros que se vinculen con sus funciones.

b) Dirigir, administrar, asesorar, patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, a personas de existencia visible o jurídica que gestionen o exploten concesiones o privilegios de la Institución Universitaria a la que pertenezca o que fueran sus proveedores o contratistas.

c) Recibir directa o indirectamente beneficios originados en contratos, concesiones o franquicias que celebre u otorgue la institución universitaria.

d) Valerse directa o indirectamente de facultades o prerrogativas inherentes a sus funciones para fines ajenos a dicha función o para realizar proselitismo o acción política.

e) Aceptar dádivas, obsequios u otros beneficios u obtener ventajas de cualquier índole, con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones.

f) Representar y/o patrocinar a litigantes o intervenir en gestiones judiciales o extrajudiciales contra la Institución Universitaria a la que pertenezca.

g) Desarrollar toda acción u omisión que suponga discriminación por razón de raza, religión, nacionalidad, opinión, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

h) Hacer uso indebido o con fines particulares del patrimonio universitario.

DE LOS EMPLEADORES

Obligaciones del empleador: 

a) Observar las normas legales relativas a higiene y seguridad, como así también, las referentes a la duración de la jornada de trabajo, en resguardo de la salud psicofísica del empleado.

b) Garantizar al trabajador ocupación efectiva, de acuerdo a su calificación, salvo que razones fundadas impidan cumplir esta obligación.

c) Cumplir obligaciones que emergen de las leyes, este convenio colectivo y de los sistemas de seguridad social, con el fin de garantizar al trabajador el goce efectivo de sus derechos.

d) Depositar en tiempo y forma los fondos correspondientes a la seguridad social y aportes sindicales a su cargo así como aquellos en los que actúe como agente de retención.

e) Entregar al trabajador un certificado de trabajo, donde conste el tiempo de prestación de servicios, naturaleza de los mismos, calificación laboral alcanzada, , nivel de capacitación acreditada, constancia de los sueldos recibidos y de los aportes y contribuciones efectuados con destino a los organismos de seguridad social.

f) Reintegrar al trabajador gastos provenientes del cumplimiento de su trabajo, siempre que estos gastos hayan sido autorizados.

g) Garantizar dignidad al trabajador y la no arbitrariedad en la aplicación de sistemas de controles personales.

h) No disponer modificaciones en las condiciones o modalidades en la relación de trabajo, so pretexto de encubrir sanciones.

i) Garantizar la formación en el trabajo, en condiciones igualitarias de acceso y trato.

j) Informar de mensualmente, de manera fehaciente, a los organismos sindicales signatarios toda alteración que sufra su padrón de afiliados.

La Comisión de Categorías Profesionales, Plantas Normativas y estructuras Salarial :

Por medio de este convenio, se creó la Comisión de Categorías Profesionales, Plantas Normativas y Estructura Salarial integrada por tres (3) representantes de cada una de las partes signatarias del presente y cuyas misiones y funciones son:

· Analizar y adecuar las situaciones de revista y las funciones efectivamente desempeñadas, en el marco del régimen escalafonario vigente.

· Proponer un Sistema Universitario Nacional de Categorías (SUNC) que identifique el tipo de labor de cada categoría profesional y una estructura salarial compatible con los acuerdos alcanzados.

Reestructuración de dependencias, cambio o eliminación de funciones:

En estos casos, las funciones afectadas no podrán ser creados nuevamente bajo la misma denominación u otra distinta,  por un plazo de dos años a partir de su supresión  o cambio. Los agentes, tendrán derecho a la reubicación, en puestos vacantes de acuerdo a su conocimiento y jerarquía obtenida.

Causas de extinción de la relación de empleo

Las causales previstas por el presente son:

a) Renuncia aceptada o vencimiento del plazo para la aceptación expresa por parte de la autoridad competente según la norma aplicable.

b) Jubilación ordinaria o por invalidez (según el artículo 23: “la jubilación o retiro, la intimación a jubilarse y la renuncia se regirán por la normativa vigente en la materia”)

c) Aplicación de sanciones de cesantía o exoneración.

d) Retiro voluntario, en los casos que excepcionalmente se establezca.

e) Fallecimiento.

f) Por vencimiento del plazo previsto en el inciso b) del artículo 109º, o ejercicio de la opción otorgada por su inciso c).

g) Conclusión o rescisión del contrato en el caso del personal no permanente.

CONCURSOS

Este régimen está comprendido en el Título 4 de este decreto y regula las pautas generales de los procedimientos de selección para la cobertura de puestos de trabajo, para el ingreso y su promoción.

Los llamados a concurso deberán ser dispuestos por resolución de autoridad competente, estableciéndose en el mismo acto quiénes llevaran a cabo el rol de jurados, no pudiendo ser éstos mas de cinco ni menos de tres. Estos llamados deberán publicarse en todas las dependencias de la Institución Universitaria con una antelación no menor a 15(quince) días hábiles a la fecha de apertura de la inscripción. Se deberá comunicar de manera fehaciente a las organizaciones gremiales para que puedan participar en carácter de veedores, designando un representante; pero como su participación es puramente voluntaria, su falta no inhabilitará la prosecución del concurso.

Clases de concursos

Los concursos pueden ser abiertos o cerrados; los primeros son aquellos en los que puede participar cualquier persona que cumpla los requisitos necesarios para el puesto a cubrir; en cambio los concursos cerrados serán a su vez internos o generales, según participen el personal de planta permanente de la dependencia (estos concursos requieren una publicación de 5(cinco) días hábiles utilizándose a tal efecto avisos, murales, carteles y otros similares), o bien todo el personal de la Institución Universitaria( los generales deberán gozar de la máxima difusión posible, y su publicación debe incluir al menos un diario local).

Especificaciones mínimas que debe reunir el concurso

a) Clase de concurso, dependencia y jerarquía del cargo a cubrir.

b) Cantidad de cargos a cubrir, horario previsto, remuneración, y bonificaciones especiales que correspondieren al cargo, si existieran.

c) Requisitos, condiciones generales y particulares exigibles para cubrir el cargo, con indicación del lugar donde se podrá obtener mayor información.

d) Lugar, fecha de apertura y cierre de inscripción y entrega de los antecedentes.

e) Lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo la prueba de oposición, la que deberá tomarse al menos tres (3) días después del cierre de la inscripción.

f) Temario general.

g) Nombre de los integrantes del jurado(a los efectos de hacer el correcto uso de las figuras de la recusación y excusación, cuyas causas están expresamente contempladas en el artículo 33 de este decreto, y aplicándose de manera subsidiaria las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). El Jurado deberán dejar constancia de todo lo ocurrido en un acta, donde se incluirán las excusaciones, recusaciones, impugnaciones y demás (Art. 41, del presente decreto).

Operado el cierre de la inscripción, y una vez verificado el cumplimiento por parte de los presentados de los requisitos exigidos, se hará pública la nómina de aspirantes en toda la institución universitaria a través de las carteleras, y especialmente en la dependencia a la que corresponda el puesto a concursar, durante cinco (5) días hábiles. Durante ese lapso, se correrá vista de la documentación presentada por los otros aspirantes, pudiendo observarla o impugnarla, durante el mismo lapso. En ese período podrán recusar a los integrantes del Jurado, y éstos excusarse (Art.32 decreto 366/06). En este mismo plazo, los aspirantes y los miembros de la comunidad universitaria podrán objetar ante la autoridad que formuló el llamado a los postulantes inscriptos debido a su carencia de integridad moral, rectitud cívica, ética universitaria o profesional, o por haber tenido participación directa en actos o gestiones que afecten el respeto a instituciones de la República y a los principios democráticos consagrados por la Constitución. (Art. 34 de este decreto), correspondiendo el deber de fundar las objeciones y acompañarlas de las pruebas de que pretende valerse.

Dentro de los 2(dos) días de presentada la objeción, recusación o impugnación, la autoridad competente correrá traslado al involucrado, para que pueda realizar su descargo por escrito, y presente las pruebas que lo respalden. Una vez vencido el plazo o bien presentado el descargo, la Autoridad tendrá 5(cinco) días para dictar una resolución al respecto, siendo ésta irrecurrible; y notificada a las partes en un plazo de 2(dos) días.

Evaluación 
Los sistemas de evaluación serán sujetos a los siguientes principios:

a) Objetividad y confiabilidad,

b) Validez de los instrumentos a utilizar,

c) Distribución razonable de las calificaciones en diferentes posiciones que permitan distinguir adecuadamente los desempeños inferiores, medios y superiores.

Del puntaje máximo posible, los antecedentes no podrán importar más del 50%, quedando el resto para la prueba de oposición, proporciones que deberán ser establecidas en la resolución que llame a concurso, tomando en cuenta las características del cargo a cubrir (Art. 40).

Del total del puntaje asignado a los antecedentes, la antigüedad sólo podrá representar el 20%, Si hubiera habido evaluaciones de desempeño, la merituación de la antigüedad estará en función de su resultado, asignándose a la par un año con un punto solamente cuando la evaluación de ese año haya sido igual o superior a 5 puntos sobre 10 posibles. El porcentaje restante de los antecedentes, deberá otorgar una mayor valoración para los títulos de grado, como así también para el título de la tecnicatura en gestión universitaria o los cursos de formación profesional que el aspirante haya presentado, correspondientes a la función que se evalúa; debiendo aplicarse idéntico criterio al ser considerados los antecedentes de la función específica; siendo, por último, considerados los afines. En todos los casos, las paritarias particulares reglamentarán de acuerdo a los criterios locales los puntajes correspondientes, los que luego serán utilizados en todos los casos.

Una vez recibido el dictamen del Jurado, el tribunal competente tendrá 10(diez) días para:

a) Aprobar el dictamen

b) Pedir ampliación de los fundamentos del dictamen.

c) Anular el concurso por defecto de forma o de procedimiento, o por manifiesta arbitrariedad.

Concursos desiertos:

Serán declarados desiertos aquellos concursos donde faltan inscriptos, o los mismos no satisfacen los requisitos exigidos, provocando un nuevo llamado a concurso.

Una vez cumplidos todos los pasos anteriores, la autoridad competente tendrá que dar lugar a las designaciones que correspondan en un plazo de 15(quince) días.

A  partir de las quince días de notificado, el agente debe entrar en posesión del cargo respectivo, previo cumplimiento del examen de aptitud psicofísica; vencido el plazo mencionado con anterioridad, la designación quedará sin efecto, quedando el agente inhabilitado para ocupar un cargo en esa Institución Universitaria por un plazo de 1(un) año.

AGRUPAMIENTOS Y RETRIBUCIONES

1) Agrupamientos: Es el conjunto de categorías, divididas en tramos, abarcativos de funciones programadas para el logro de un objetivo común, dentro del cual se desarrolla una carrera administrativa. Los agrupamientos son:

a) Administrativo (Este agrupamiento incluirá al personal que desempeñe funciones de dirección, coordinación, planeamiento, organización, fiscalización, supervisión, asesoramiento y ejecución de tareas administrativas, con exclusión de las propias de otros agrupamientos)

b) Mantenimiento, producción y servicios generales(: Este agrupamiento incluirá al personal que tenga a su cargo tareas de producción, mantenimiento o conservación de bienes, vigilancia, limpieza de locales y edificios públicos, manejo de equipos y vehículos destinados al servicio y las que impliquen atención a otros agentes y al público)

c) Técnico-profesional (Este agrupamiento incluirá a los trabajadores que desempeñen funciones de las siguientes características: A.- Profesionales, que abarcará aquellas para las cuales sea requisito poseer título universitario, y que consistan específicamente en el ejercicio de sus incumbencias profesionales. B- Técnicas, que abarcará aquellas para las cuales sea requisito poseer título habilitante. En casos en que en la especialidad requerida no se otorguen títulos específicos, o no hubiera en el lugar alguien que lo posea, este requisito podrá ser reemplazado por la demostración de la idoneidad adecuada para el desempeño de las funciones técnicas requeridas)

d) Asistencial(Este agrupamiento incluirá a los trabajadores que presten servicio en unidades hospitalarias, académicas-asistenciales, y laboratorios que contribuyan al tratamiento de la salud) Este agrupamiento está dividido en 4(cuatro) subgrupos: 

· Subgrupo “A”: incluirá a los trabajadores que posean título universitario y desempeñen funciones propias de su incumbencia profesional, en tareas de dirección, coordinación, planeamiento y organización hospitalaria, académica, sanitaria o asistenciales y de atención directa al paciente. Abarcará a los médicos, odontólogos, bioquímicos, farmacéuticos, profesionales equivalentes, kinesiólogos, técnicos de laboratorios, equivalentes y funciones auxiliares.

· Subgrupo “B”: Incluirá a los trabajadores que desempeñen funciones de enfermería en tareas de dirección, organización, jefatura, supervisión, ejecución o auxiliar

· Subgrupo “C”: Incluirá a los trabajadores que desempeñen funciones de dirección, coordinación, planeamiento, organización, fiscalización, supervisión, asesoramiento, ejecución de tareas administrativas, con exclusión de las propias de otros subgrupos.

· Subgrupo “D”: Incluirá a los trabajadores que tengan a su cargo tareas de producción, mantenimiento o conservación de bienes, vigilancia, limpieza de locales y edificios públicos, manejo de equipos y vehículos destinados al servicio y las que impliquen atención a otros agentes y al público.

Vale aclarar que cada subgrupo está dividido en tramos: Mayor, Intermedio y Menor.

2) Tramos: Son las partes en que está dividido cada agrupamiento, de acuerdo a la jerarquía de las funciones cumplidas. Los tramos serán mayor, intermedio e inicial, con la especificación de funciones que en cada agrupamiento se establece, y podrá incluir cada uno las categorías que se indican a continuación:

a) Tramo Mayor: categorías 1, 2 y 3

b) Tramo Intermedio: categorías 4 y 5

c) Tramo Inicial: categorías 6 y 7

3) Categorías: Es cada uno de los niveles jerárquicos de cada agrupamiento. A cada categoría le corresponden funciones especificas.

4) Cargo: Es la posición concreta del agente en la planta no docente de la Institución Universitaria, que importa un conjunto de funciones, atribuciones y responsabilidades, conforme a lo previsto en las respectivas estructuras orgánico funcionales y que corresponde a cada trabajador según su categoría de revista.
